
 
 
 
 

República Argentina - Poder Ejecutivo Nacional
2020 - Año del General Manuel Belgrano

 
Resolución

 
Número: 
 

 
Referencia: EX-2020-43776456- -APN-DNAIP#AAIP e incorporado EX-2020-43784121- -APN-
DNAIP#AAIP,_Reclamo Pallaro contra ANSES

 

VISTO los Expedientes Nros. EX-2020-43776456- -APN-DNAIP#AAIP e incorporado EX-2020-43784121- -
APN-DNAIP#AAIP, las Leyes N° 27.275 y N° 25.326, los Decretos N° 206 del 27 de marzo de 2017 y Nº 
1759/72 - t.o. 2017 y las Resoluciones AAIP Nros. 4 del 2 de febrero de 2018, 48 del 26 de julio de 2018, 268 del 
30 de diciembre de 2019 y 70 del 14 de abril de 2020,

CONSIDERANDO:

Que por las actuaciones citadas tramita un reclamo interpuesto por la señora Bianca Pallaro por presunto 
incumplimiento a lo estipulado en la Ley Nº 27.275 de Acceso a la Información Pública contra la 
ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES).

Que la Ley Nº 27.275 tiene por objeto garantizar el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información 
pública, promover la participación ciudadana y la transparencia de la gestión pública(artículo 1°).

Que por el artículo 19 de la referida ley se creó la AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 
(AGENCIA) como ente autárquico con autonomía funcional en el ámbito de la JEFATURA DE GABINETE DE 
MINISTROS - PODER EJECUTIVO NACIONAL con el objeto de velar por el cumplimiento de los principios y 
procedimientos establecidos en la Ley N° 27.275, garantizar el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la 
información pública, promover medidas de transparencia activa y actuar como Autoridad de Aplicación de la Ley 
de Protección de Datos Personales N° 25.326.

Que por razones de economía procesal y eficiencia, existiendo identidad de objeto, sujeto y causa, y toda vez que 
las referidas actuaciones admiten una impulsión simultánea, en los términos del artículo 5º, incisob) del 
Reglamento de Procedimientos Administrativos (Decreto Nº 1759/72 - t.o. 2017), corresponde acumular los 
expedientes EX-2020-43784121- -APN-DNAIP#AAIP y EX-2020-43776456- -APN-DNAIP#AAIP, a fin de 
adoptar una única resolución que evalúe el actuar de la ANSES.

Que en este sentido el 14 de enero de 2020 la señora Pallaro formuló un pedido de acceso a información pública 
ante la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES) que tramitó por EX-2020-



02884739- -APN-DNAIP#AAIP en el cual solicitó “[…] Listado (nombres y apellidos) de ex Presidentes de la 
Nación, Vicepresidentes de la Nación que perciban en la actualidad pensiones vitalicias conforme a la Ley 
24.018. Para cada caso, indicar fecha desde la cual perciben la pensión y monto mensual cobrado (bruto y neto) 
desde que comenzaron a recibirla y hasta enero de 2017 o hasta el último dato disponible en los registros 
públicos. En caso de que la persona que haya solicitado la pensión vitalicia por los cargos anteriormente 
detallados haya fallecido, indicar si el/la viuda/o y/o hijos perciben un porcentaje de dicha pensión vitalicia de 
acuerdo a lo establecido por la ley citada con anterioridad. De contar con casos afirmativos, indicar nombre y 
apellido de quienes reciben la pensión y montos abonados mensualmente (bruto y neto) desde el momento en que 
comenzaron a percibirla. Por último, pido el listado completo (nombre y apellido) de todos aquellos ex 
funcionarios que hayan Qpresentado pedido de pensión vitalicia y les fuera rechazada o esté en trámite. 
Observaciones generales del pedido: En caso de no contar con algunos de los datos tal como los estoy 
solicitando, por favor entregarlos tal como consten en los registros públicos. Si la información se encuentra en 
formato digital (Excel o Word), favor remitirlos al correo electrónico que figura al pie de esta solicitud.” (sic).

Que ante el silencio del organismo, el 30 de junio presentó la misma solicitud que dio origen al trámite EX-2020-
41802466-APN-DNAIP#AAIP.

Que en respuesta a ambos expedientes, la ANSES notificó la NO-2020-43526117-ANSES-SEP#ANSES del 7 de 
julio, por la que indicó que “...se acompaña listado con nombre y apellido de ex Presidentes y Vicepresidentes de 
la Nación que perciben actualmente pensión vitalicia conforme Ley n° 24.018. Asimismo, es necesario mencionar 
que la Ley de Acceso a la Información Pública establece en el artículo 8 los supuestos donde los sujetos 
obligados podrán exceptuarse de proveer información, y precisamente en el inc. c) está contemplada la 
información que contenga datos personales y no pueda brindarse aplicando procedimientos de disociación, salvo 
que se cumpla con las condiciones de licitud previstas en la Ley 25.326. En efecto, la Ley 25.326 por su parte 
establece que el tratamiento de datos personales es ilícito cuando el titular no hubiere prestado su 
consentimiento libre, expreso e informado. No obstante ello, en el artículo 5 de la mencionada ley, se indica en 
que caso no es necesario dicho consentimiento, entre los que se encuentra en el punto 2, inc. c) los datos que se 
limiten al nombre, documento nacional de identidad, identificación tributaria o previsional, ocupación, fecha de 
nacimiento y domicilio. Es por ello que, en la respuesta al requerimiento en cuestión no puede informarse el 
monto que la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES) se encuentra abonando a 
los ex Presidentes y Vicepresidentes de la Nación en concepto de pensiones vitalicias, ni cualquier referencia a 
ellos que surja del expediente de referencia sin expreso consentimiento de los titulares.Es relevante recordar que 
las pensiones vitalicias mensuales son abonadas a partir del cese en sus funciones, y no durante el ejercicio de 
las mismas”, suscripta por la Subdirectora de la Subdirección Ejecutiva de Prestaciones.

Que ante la disconformidad con la respuesta, el 8 de julio, la requirente presentó un reclamo -por cada solicitud- 
por presunto incumplimiento a las disposiciones previstas en la Ley N° 27.275 ante la AGENCIA DE ACCESO 
A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, que dio origen a las actuaciones de referencia.

Que es dable recordar que el artículo 15 de la normativa vigente prevé que el reclamo por incumplimiento “Ante 
los supuestos de denegatoria de una solicitud de información establecidos en el artículo 13 de la presente ley o 
ante cualquier otro incumplimiento a lo dispuesto en la presente, el solicitante podrá, dentro de un plazo de 
cuarenta (40) días hábiles contados desde el vencimiento del plazo para la respuesta establecido en el artículo 
11 de esta norma […]”.

Que a priori el reclamo en lo que respecta a la solicitud de enero estaría vencido, pero dado que el organismo 
respondió el 7 de julio también a aquel pedido los plazos quedaron nuevamente habilitados.



Que en función de ello y en cumplimiento de la Resolución AAIP N° 4-E, esta AGENCIA solicitó a la ANSES, 
mediante NO-2020-44511696-APN-DPIP#AAIP y NO-2020-44512946-APN-DPIP#AAIP, la remisión de los 
antecedentes del caso y toda otra documentación y/o información que se considerase relevante para su resolución.

Que en respuesta el organismo respondió por NO-2020-44898762-ANSES-DGAYT#ANSES con copia de la 
respuesta emitida el 7 de julio y las constancias de notificación, sin aportar más elementos para la resolución del 
caso.

Que es dable recordar que el artículo 13 de la Ley N° 27.275 establece en forma expresa que “El sujeto requerido 
sólo podrá negarse a brindar la información objeto de la solicitud, por acto fundado, si se verificara que la 
misma no existe y que no está obligado legalmente a producirla o que está incluida dentro de alguna de las 
excepciones previstas en el artículo 8° de la presente ley. La falta de fundamentación determinará la nulidad del 
acto denegatorio y obligará a la entrega de la información requerida. La denegatoria de la información debe ser 
dispuesta por la máxima autoridad del organismo o entidad requerida”.

Que de las constancias agregadas y de la compulsa de las actuaciones por las cuales tramitó la solicitud, y de la 
Resolución ANSES N° 204/18 surge que la denegatoria parcial no fue suscripta por quien tiene delegada la firma 
-facultad otorgada por el Decreto N° 206/17-.

Que las disposiciones de la Ley y del decreto reglamentario sobre quién debe denegar la entrega de información 
no son caprichosas sino que obliga a quienes tienen mayor poder decisorio la responsabilidad de limitar el 
ejercicio del derecho.

Que más allá de este incumplimiento formal corresponde también  analizar la fundamentación y la cuestión de 
fondo presentada en el reclamo en trámite.

Que esta AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA en uso de sus facultades emitió la 
Resolución N° 268 de diciembre de 2019 por la cual estableció criterios orientadores y pautas para los sujetos 
obligados cuando debieran denegar información en el marco de la Ley N° 27.275.

Que en primer lugar, es importante resaltar que la respuesta brindada por el organismo únicamente invocó el 
inciso y el artículo de la norma por la que supuestamente no podrían entregar la información, sin fundar el riesgo 
que produciría su entrega o hacer un test de interés público al respecto.

Que en dicha resolución, este órgano garante estableció que “... las excepciones previstas por ley, en tanto 
constituyen limitaciones al derecho de acceso a la información, son de interpretación restrictiva debiéndose, en 
caso de duda, decidirse siempre en favor de la mayor vigencia y alcance del derecho a la información (conf. 
principio in dubio pro petitor, artículo 1º)”.

Que asimismo se agregó “... la reserva de información no puede justificarse en la sola aplicación de alguna de 
las excepciones a la divulgación de información previstas en el artículo 8º de la Ley; sino que es requisito 
también verificar que el interés público comprometido no sea mayor al daño que podría generar la publicidad, 
pues en tal caso correspondería de todos modos brindar acceso a la información”.

Que en este caso particular, el artículo 8 inciso i) -en el cual se basa el organismo para denegar- establece que el 
sujeto obligado se puede exceptuar de entregar: “información que contenga datos personales y no pueda 
brindarse aplicando procedimientos de disociación, salvo que se cumpla con las condiciones de licitud previstas 
en la ley 25.326 de protección de datos personales y sus modificatorias”.



Que sin embargo, el Decreto Reglamentario N° 206/17 especificó que “La excepción será inaplicable cuando el 
titular del dato haya prestado consentimiento para su divulgación; o cuando de las circunstancias del caso pueda 
presumirse que la información fue entregada por su titular al sujeto obligado con conocimiento de que la misma 
estaría sujeta al régimen de publicidad de la gestión estatal; o cuando los datos estén relacionados con las 
funciones de los funcionarios públicos. Asimismo, los sujetos obligados no podrán invocar esta excepción si el 
daño causado al interés protegido es menor al interés público de obtener la información”.

Que el derecho de acceso a la información, si bien tiene como principio fundamental que ésta se presume pública, 
no es un derecho absoluto sino que puede estar sujeto a limitaciones.

Que estas limitaciones, en palabras del Máximo Tribunal, deben ser “verdaderamente excepcionales, perseguir 
objetivos legítimos y ser necesarias para alcanzar la finalidad perseguida. En efecto, el secreto solo puede 
justificarse para proteger un interés igualmente público, por lo tanto, la reserva solo resulta admisible para 
asegurar el respeto a los derechos o la reputación de los demás o la protección de la seguridad nacional, el 
orden público o la salud o la moral públicas” (CS, "Garrido, Carlos Manuel c/ EN - AFIP s/ amparo ley 16.986", 
sentencia del 21 de junio de 2016, cons. 9º).

Que aquí se configura un caso donde podrían colisionar dos normativas de igual jerarquía jurídica, por lo que es 
imprescindible realizar una adecuada ponderación y armonización del derecho de acceso a la información y el 
derecho de protección de los datos personales, con el fin de determinar si la entrega del monto que cobran los ex 
Presidentes y Vicepresidentes de la Nación está debidamente denegada o no.

Que esta tarea es la que se requiere a los sujetos obligados realicen al momento de rechazar una solicitud de 
acceso a la información por presunta violación a la intimidad.

Que la presunción de que podría verse afectada una persona por la entrega de determinada información, mucho 
más cuando se trata de personas públicas, tiene que estar fundada en situaciones reales y no solo en creencias de 
los funcionarios que se toman la potestad de denegar información y por lo tanto, limitar el ejercicio de un derecho 
humano.

Que en la Resolución N° 48/2018, esta AGENCIA tiene dicho que en los casos de conflictos normativos no 
pueden aplicarse reglas rígidas fijadas con anterioridad sino, por el contrario, que es indispensable el análisis de 
los datos puestos en juego frente al interés público de acceder a la información.

Que entonces es necesario recordar el principio general de que la información se presume pública y que el secreto 
es solo la excepción. Esto por aplicación de los de presunción de publicidad, transparencia y máxima divulgación, 
enunciados en el artículo primero, como derivación de la forma republicana de gobierno.

Que la Ley incorpora una serie de excepciones a la aplicación de la norma, que deben ser limitadas y  
proporcionales, acordes a una sociedad democrática.

Que esto último implica que los supuestos de excepción están siempre condicionados a las razones de interés 
público que pueden justificar la publicidad de la información, así lo dispone expresamente la reglamentación de la 
propia norma al prever que “...los sujetos obligados no podrán invocar esta excepción si el daño causado al 
interés protegido es menor al interés público de obtener la información” (Decreto Nº 206, artículo 8º, inc. i).

Que corresponde destacar que esta AGENCIA en la Resolución AAIP N° 48/18 estableció que una información 
debe ser considerada de interés público bajo la Ley N° 27.275 cuando esté relacionada con “la transparencia en 



la gestión pública”, en particular en el Criterio I punto 6) reguló “Información atinente a personas que actúan 
en un ámbito público, como funcionarios públicos o políticos.”

Que asimismo, en el Criterio II de la misma Resolución se determinó que “1. Los funcionarios públicos o 
políticos son las figuras públicas con menor expectativa de privacidad. El ejercicio de una función pública o 
aspiración a un cargo político necesariamente expone a un individuo a la atención del público (también después 
de la muerte). 2. Si bien los empleados públicos tienen mayor expectativa de privacidad en comparación a los 
funcionarios públicos, la información vinculada a remuneración, funciones y demás cuestiones de desempeño 
deberá considerarse pública”.

Que si bien la información requerida versa en torno a datos de personas que ya no ejercen funciones públicas, no 
puede dejar de advertirse que continúan teniendo relevancia en la esfera pública, por lo que, tal como lo dispone 
el Decreto Reglamentario N° 206/17 y el Dictamen N° 9/16 de la entonces DIRECCIÓN NACIONAL DE 
PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES, su expectativa de privacidad sigue siendo acotada.

Que atento la excepción opuesta y dado que esta AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA es 
también autoridad de aplicación de la Ley Nº 25.326 de Protección de Datos Personales, y en cumplimiento de la 
Resolución AAIP N° 5 del 2 de febrero de 2018 se dio intervención a la DIRECCIÓN NACIONAL DE 
PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES (DNPDP) a fin de que determine si hay afectación a datos 
personales.

Que la mencionada Dirección Nacional mediante IF-2020-49640994-APN-DNPDP#AAIP expresó que “En este 
sentido, resulta imperiosamente relevante para el caso tener en cuenta el Decreto N° 206/2017, reglamentario de 
la Ley N° 27.275, que esclarece el alcance de la excepción sobre datos personales cuando establece que “(i) [l]a 
excepción [de datos personales] será inaplicable cuando el titular del dato haya prestado consentimiento para su 
divulgación; o cuando de las circunstancias del caso pueda presumirse que la información fue entregada por su 
titular al sujeto obligado con conocimiento de que la misma estaría sujeta al régimen de publicidad de la gestión 
estatal; o cuando los datos estén relacionados con las funciones de los funcionarios públicos. Asimismo, los 
sujetos obligados no podrán invocar esta excepción si el daño causado al interés protegido es menor al interés 
público de obtener la información.”

Que también citó como antecedentes jurisprudenciales los casos “Indalia Ponzetti de Balbin C/Editorial Atlántida 
S.A. s/ Daños y Perjuicios” de 1984 y FONTEVECCHIA Y D’AMICO vs. ARGENTINA” (2011).

Que en este último la CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS juzgó que “en una sociedad 
democrática los funcionarios públicos están más expuestos al escrutinio y a la crítica del público. Este diferente 
umbral de protección se explica porque se han expuesto voluntariamente a un escrutinio más exigente. Sus 
actividades salen del dominio de la esfera privada para insertarse en la esfera del debate público. Este umbral 
no solo se asienta en la calidad del sujeto, sino en el interés público de las actividades que realiza”.

Que por su parte la entonces DNPDP, en el Dictamen DNPDP N° 9/16 anteriormente mencionado, consideró que 
“en caso de que el pedido de acceso [a la información pública] requiera datos personales de empleados y 
funcionarios públicos, una correcta interpretación de las normas constitucionales y convencionales en juego 
permite concluir que tales datos resultan, en principio, indispensables para el correcto ejercicio del derecho a 
controlar la actividad pública. En consecuencia, podría considerarse, a la luz de los estándares internacionales 
en la materia, que tal finalidad constituiría en todos los casos el interés legítimo válido para acceder a la 
información personal”.



Que en el dictamen producido a raíz de la consulta realizada por la DIRECCIÓN NACIONAL DE ACCESO A 
LA INFORMACIÓN PÚBLICA, la DIRECCIÓN NACIONAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES 
(DNPDP) agregó “En este marco, el hecho de que la información solicitada por la Sra. Pallaro refiera a los 
montos de las pensiones vitalicias percibidas por los/as ex Presidentes y Vicepresidentes de la República 
Argentina -y, en caso de fallecimiento, a las percibidas por sus herederos- hace que la información cuadre en 
tres de los supuestos que limitan el alcance de la excepción de datos personales esgrimida por la ANSES.”

Que continuó “Así pues, en síntesis, es evidente que tales pensiones son otorgadas en razón del ejercicio de una 
función pública y erogadas por el Estado Nacional con fondos públicos. Por ello, el interés público no se ve 
afectado luego del fallecimiento del funcionario. En suma, esta Dirección juzga que debería entregarse de 
manera íntegra de la información solicitada por la Requirente.”

Que finalmente la DNPDP concluyó que “los datos solicitados constituyen información de carácter público. Así 
las cosas, en la medida en que se verifican los supuestos establecidos por el Decreto N° 206/2017 su cesión al 
Requirente (y en la terminología de la Ley Nº 27.275, su “acceso”) es compatible con la Ley Nº 25.326 conforme 
lo establece su artículo 11 inc. 3 a).”

Que por otra parte, no es posible ejercer el control de los actos de gobierno si el sujeto obligado no entrega 
información acerca de los montos pagados como pensiones vitalicias a los ex Presidentes y ex Vicepresidentes (o 
a sus herederos en los casos de fallecimientos).

Que los estándares de publicidad aumentan cuando se trata de fondos públicos, por lo que si se aplica en este caso 
un test de proporcionalidad o de interés público, resulta a todas luces notorio que el daño causado a la sociedad 
sería mucho mayor si se mantiene en reserva cuánto se paga a ex funcionarios según las propias leyes. Esto 
porque no se podría ejercer el derecho al control ciudadano, a que el Estado rinda cuentas y también a la 
posibilidad de ejercer el derecho a la libertad de expresión de manera informada, y, por lo tanto, responsable.

Que el sujeto obligado, además, no explicó de qué manera la entrega de los montos percibidos como pensiones 
vitalicias por el ejercicio de la función pública podría afectar la intimidad de aquellas personas que se sometieron, 
por voluntad propia, a elecciones populares para ocupar los cargos más altos en nuestro sistema republicano.

Que entonces el organismo entendió que era preferible evitar un daño potencial que el daño concreto que implica 
para la sociedad no contar con esa información, pero sin hacer un debido test de proporcionalidad o 
fundamentación sobre esta decisión.

Que incluso las propias áreas técnicas de la ANSES, en el EX-2020-02884739- -APN-DNAIP#AAIP entendieron 
que se trataba de información pública y remitieron a los funcionarios correspondientes los datos solicitados para 
que fueran entregados a la señora Pallaro.

Que del expediente de solicitud queda claro que luego de esta comunicación, el organismo decidió no entregar la 
información a pesar de que no había ningún antecedente en ANSES que determinara que debía ser exceptuada.

Que este caso, es aún peor porque no se debió a que las áreas técnicas no entregaron aquello que les correspondía 
sino que pareciera haber habido una decisión de no responder, silencio que fuera saldado como consecuencia de 
la reiterancia de solicitud iniciada por la señora Pallaro, pero en contradicción con lo dicho por la Dirección 
Previsional en las PV-2020-07123810-ANSES-DPR#ANSES y PV-2020-15399120-ANSES-DPR#ANSES, a 
través de la NO-2020-43526117-ANSES-SEP#ANSES del 7 de julio.



Que conforme lo expresado, finalmente se concluye que la respuesta dada por la ADMINISTRACIÓN 
NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL debe considerarse como denegatoria injustificada, y contraria a la 
Ley N° 27.275, en tanto, de acuerdo a lo expresado precedentemente, el objeto de la solicitud constituye a todas 
luces información pública a la cual no corresponde aplicar la excepción del artículo 8, inciso i).

Que en consecuencia, corresponde intimar al sujeto obligado a entregar la información que le fuera 
oportunamente requerida, no pudiendo en esta etapa oponer excepciones por encontrarse vencido el plazo 
establecido en el artículo 11 de la Ley Nº 27.275.

Que se deja constancia que el trámite de las presentes actuaciones ha sido exceptuado de la suspensión de los 
plazos administrativos establecida por el Decreto N° 298/20, prorrogada por los Decretos N° 327/20 y Nº 372/20, 
de conformidad con lo resuelto por el artículo 1° de la Resolución AAIP N° 70 del 14 de abril de 2020.

Que la DIRECCIÓN NACIONAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, la DIRECCIÓN 
NACIONAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES y la COORDINACIÓN DE ASUNTOS 
JURÍDICOS de la AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, tomaron la intervención que les 
compete.

Que la presente se dicta en uso de las facultades conferidas por los artículos 17 y 24 de la Ley N° 27.275, y 
complementarios.

Por ello,

EL DIRECTOR DE LA AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA
RESUELVE:

ARTÍCULO 1º.- Hágase lugar al reclamo interpuesto por la señora BIANCA PALLARO contra la 
ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL en lo que refiere a la solicitud de información 
pública presentada.

ARTÍCULO 2º.- Intímase a la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL para que en el 
plazo de diez (10) días hábiles ponga a disposición de la interesada la información oportunamente solicitada, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 17, inciso b) de la Ley N° 27.275.

ARTÍCULO 3º.- Notifíquese a esta AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA el 
cumplimiento de lo resuelto en el artículo 2°.

ARTÍCULO 4º.- Comuníquese y, oportunamente, archívese.
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